Boletín N° 914-07-2.

Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia sobre el proyecto de ley que modifica el Código de Procedimiento Penal y el Código Penal en lo relativo a la detención, y dicta normas de protección a los derechos del ciudadano.

_____________________________________________________________

Honorable Cámara:

	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pasa a informaros, en segundo trámite reglamentario, sobre el proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en moción de los diputados señores Juan Pablo Letelier, Carlos Montes y Andrés Palma, y de los ex diputados, señora Adriana Muñoz y señor Mario Devaud.

	El proyecto fue aprobado por la Corporación, en general,  en sesión 34ª, de 26 de enero de 1994, pasando a segundo informe por haber sido objeto de diversas indicaciones, como consta en la respectiva hoja de tramitación elaborada por la Secretaría de la Cámara de Diputados, anexa a los antecedentes del proyecto.

Decisión adoptada por la Comisión.

	Cabe hacer constar que vuestra Comisión, por unanimidad, acordó reestudiar  todas las disposiciones del proyecto en informe, motivo por el cual, desde un punto de vista reglamentario, no hay artículos ni disposiciones que deban darse por aprobados reglamentariamente, o dárseles el carácter de artículos suprimidos, modificados o nuevos, para los efectos de su discusión en particular.

Constancias reglamentarias.

	Para los efectos previstos en el artículo 288 del Reglamento de la Corporación, se hace constar, asimismo:

	1° Que los artículos 3° y 4° del proyecto tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por incidir en las atribuciones de los tribunales, en la medida que modifican la competencia de los juzgados de letras y de los juzgados de policía local, respectivamente, como consecuencia de la supresión de los delitos de vagancia y mendicidad.

	Por esa misma razón, el proyecto ha sido puesto en conocimiento de la Excma. Corte Suprema, para los efectos previstos en el inciso final del artículo 74 de la Constitución Política del Estado, en relación con el artículo 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

	2° Que no hay normas de quórum calificado.

	3° Que no hay artículos que deban ser conocidos por la Comisión de Hacienda.

	4° Que el texto del proyecto que figura al final de este informe fue aprobado por unanimidad.

	Las indicaciones rechazadas se consignan al final, antes del texto aprobado.

Síntesis del contenido del proyecto aprobado en el primer informe.

	El proyecto que vuestra Comisión aprobara en el primer informe contemplaba modificaciones a los Códigos de Procedimiento Penal y Penal.

	El primero se  modificaba, en sus artículos 18 y 20, en lo relativo a las actuaciones del Ministerio Público, integrado actualmente por el Fiscal de la Corte Suprema y por los Fiscales de las Cortes de Apelaciones.

	Se introdujeron también  enmiendas en  sus artículos 253, 260, 270 y 319, con el fin de consagrar ciertos derechos en favor de los detenidos y de los inculpados, esto es, de las personas acusadas o imputadas, básicamente, con la finalidad de darles a conocer, en presencia de otra persona,  los derechos legales que les asisten al momento de su detención y antes de conducirlos al recinto policial; disponer la lectura del Acta de Información de Derechos del Detenido en los recintos policiales de detención; obligar a colocar un cartel con esa información en los recintos policiales; modificar la normativa sobre detención por sospecha, e imponer al juez la obligación de verificar el cumplimiento del trámite de información, so pena de invalidación del parte policial si no se hubiere cumplido.

	El Código Penal, específicamente su artículo 150, se modificó para aumentar la pena aplicable a los que decretaren o prolongaren indebidamente la incomunicación de un procesado, le aplicaren tormentos o usaren con él de un rigor innecesario, por estimarse que la tortura es una de las prácticas más aberrantes y que la ley internacional exige que el Estado empeñe todos sus esfuerzos por erradicarla.

Antecedentes

	Vuestra Comisión, antes de iniciar el estudio del proyecto en este segundo trámite reglamentario, consideró pertinente tener a la vista antecedentes de legislación procesal penal extranjera relativos a la detención de las personas, los que fueron solicitados a la Unidad de Estudios y Publicaciones de la Biblioteca del Congreso Nacional, lo que permitió contar con la normativa vigente en esta materia en España, Italia, Francia y Alemania. 

	La Secretaría de la Comisión elaboró con ella un texto ampliado del proyecto con el fin de facilitar la adopción de los acuerdos pertinentes.

		--------

	Sin perjuicio de lo anterior, acordó requerir la opinión institucional de Carabineros de Chile, de  Investigaciones de Chile y del Instituto de la Juventud y, posteriormente, del Ministerio de Justicia, con el fin de conocer los reparos u observaciones que les merecían tanto las disposiciones del proyecto aprobado como las indicaciones presentadas.

	Con tal propósito, concurrieron a vuestra Comisión, el Director de Orden y Seguridad de Carabineros de Chile, General Oscar Tapia; el Auditor General de Carabineros de Chile, General Carlos Pecci; el Comandante (J) de Carabineros de Chile, don Jorge Acuña; el Subdirector de la Policía de Investigaciones, don Juan Fieldhouse; el Comisario de Investigaciones de Chile, don Raúl Sotomayor; los señores Leonardo González y Kenneth Mc Farland, director y asesor jurídico del Instituto Nacional de la Juventud; la Ministra de Justicia, doña Soledad Alvear; el Jefe de la División Jurídica de ese Ministerio, don Rafael Blanco, y el abogado asesor de esa Cartera de Estado, don Claudio Troncoso.

		--------

	Carabineros de Chile consideró que el proyecto contenía aspectos que incidían directamente en la operatoria policial y administrativa de dicha Institución, por lo que era necesario compatibilizar los legítimos fines que lo inspiran con los procedimientos policiales.

	Dentro de ese contexto, formuló diversas observaciones que calificó de carácter técnico-profesional, entre las cuales cabe destacar las que se refieren a:

	-- La inconveniencia práctica de exigir la información de derechos en presencia de otra persona, con la cual no siempre puede contarse en la etapa de la aprehensión. Además, por ser una información oral, a realizar antes de ser conducido el detenido a la unidad policial, podría fácilmente negarse su ocurrencia. Podría, a mayor abundamiento, considerársela innecesaria, si luego se va a leer al detenido, en la unidad policial, el Acta de Información de Derechos del Detenido.

	-- La omisión o no mención de los derechos que deben informarse, los que deberían ser expresamente consignados en el Código. Tales derechos deberían ser los establecidos en los artículos 293 y 294 del Código de Procedimiento Penal �, evitando conformar un largo listado de derechos cuya lectura oral, o su exposición en carteles, resultaría dificultosa, entrabando manifiestamente el proceder policial. En todo caso, cualquiera que sean los artículos que se propongan incluir, ellos deberían resumirse en sus contenidos esenciales, a objeto de puntualizar los derechos allí consagrados. Se evita así una lectura extensa y completa del articulado y se agiliza el procedimiento cumpliéndose, no obstante, con la finalidad perseguida.

	Estas dos observaciones inciden en las enmiendas al artículo 253.

	-- La detención del que se encontrare en lugares o circunstancias que den motivo fundado para atribuirle “malos designios”, como portar instrumentos aptos para la comisión de un delito,  o por rehusarse a dar a conocer su identidad o explicar sus intenciones, parece adecuada, siempre que se entienda que las circunstancias  descritas lo son por la vía meramente ejemplar, pudiendo, por lo tanto, haber otras diferentes que también ameritan para atribuir “malos designios” a una persona.

	-- La eliminación de la figura de la “retención”, a objeto de comprobar la identidad del detenido, no parece razonable, pues representa un amparo jurídico a la acción policial. Tal labor exige un tiempo de restricción temporal de libertad y, no siendo ella, en absoluto rigor, una detención, parece aconsejable calificar tal proceder como una retención.

	En todo caso, el mero porte de documentos no satisface, necesariamente, la labor preventiva de Carabineros, toda vez que los mismos pueden parecer dudosos.

	Estas dos observaciones inciden en el artículo 260, que contempla la denominada “detención por sospecha”. �

	-- La invalidación del parte policial, en el evento de no haberse dado cumplimiento al trámite de la información resulta excesivo, pues lo que debe invalidarse es la declaración prestada por el detenido.

	-- La remisión de los antecedentes al juez del crimen competente, no parece necesaria, puesto que el magistrado que recibió el denuncio tiene igual competencia.

	-- El envío de dichos antecedentes al juez del crimen y a la autoridad administrativa para que apliquen las sanciones correspondientes”, se considera improcedente, en los términos imperativos que se establece. La remisión debe ser para que esas autoridades instruyan los sumarios respectivos, los que eventualmente pueden concluir en sanciones. Por lo demás, en lo que respecta a la sanción penal, podría crearse un conflicto de competencia con la justicia militar, pues el funcionario estaría incurriendo en el delito de incumplimiento de los deberes militares sancionado en el artículo 299 del Código de Justicia Militar. Aquí debería ponerse énfasis en la sanción administrativa.

	Estas observaciones inciden en el artículo 319.

		--------

	La Policía de Investigaciones de Chile señaló que, en principio, las modificaciones que se proponían no complicaban la función propia de esa Institución, la que consiste, fundamentalmente, en investigar hechos constitutivos de delitos. Para ello, en la actualidad actúan premunidos de un decreto judicial que los autoriza para detener a los posibles implicados. En la práctica, no se les presenta la figura del detenido por sospecha.

	En lo particular, formuló las siguientes observaciones al articulado �:

	-- La no señalización de los derechos que deben informarse al detenido, hace que la norma que se propone en el artículo 253 resulte incompleta e inoperante.

	-- La invalidación del procedimiento para el caso de no darse cumplimiento al trámite de la información de derechos al detenido, parece desproporcionada en relación con los principios del debido proceso, dejando en la indefensión a la víctima del delito. Tampoco se indica que tipo de infracción cometería el funcionario y si ésta es de carácter penal o administrativo, o ambas, las que deben ser perseguidas separadamente. Tal invalidación anula toda la información relativa a la comisión de uno o varios delitos.

	-- Las modificaciones propuestas tienden a resguardar los derechos de los detenidos en detrimento de los derechos de las víctimas. Falta el justo equilibrio entre los derechos individuales de los detenidos –que son respetables – y el derecho que tiene toda sociedad de defenderse de aquellos que atentan contra sus personas y medios.

	Destacaron, por último, que la legislación vigente contiene penas suficientemente altas para aquellos funcionarios que no cumplen o infringen las normas sobre detención, señalando, a vía de ejemplo, el artículo 19 del decreto ley N° 2.460, de 1979, que contiene la Ley Orgánica de Investigaciones de Chile, que tiene su correlato, en lo que a Carabineros de Chile se refiere, en el artículo 330 del Código de Justicia Militar. � 

		--------

	Con fecha 19 de abril de 1994, la Comisión acordó retirar el proyecto de la tabla hasta que se presentara alguna alternativa que le diera viabilidad, lo que fue oportunamente comunicado a los autores de la iniciativa, a los Ministerios del Interior y de Justicia y al Instituto de la Juventud.

		--------

	Con fecha 4 de enero de 1996, se presentó por el Gobierno una indicación que recoge en parte las observaciones formuladas por Carabineros e Investigaciones y que consagra expresamente en nuestro ordenamiento jurídico-penal el delito de tortura.

	Dicha indicación fue puesta en conocimiento de Carabineros, Investigaciones y el Instituto de la Juventud, Instituciones que expresaron su parecer institucional sobre la misma.

		--------

	Dicha indicación fue retirada por el Gobierno y reemplazada por otra, con fecha 10 de abril de 1996, con el fin de avanzar en el fortalecimiento de las garantías que deben rodear a toda detención en nuestro país, de acuerdo con las exigencias constitucionales y con los preceptos de los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes.

	En virtud de dicha indicación, se elimina la facultad que el proyecto otorgaba a la policía para conducir a un recinto policial a una persona por el mero hecho de no portar un documento acreditativo de su identidad.

	A juicio del Gobierno, la supresión de la figura de la retención por no portar documentos de identidad se justifica, pues su inclusión implicaría ampliar las facultades que la policía posee actualmente para restringir la libertad de las personas, fuera de las hipótesis que establece nuestro texto constitucional en el artículo 19, No. 7, letra c) �. Además, en ninguna norma nuestro ordenamiento  jurídico establece la obligación de portar documentos acreditativos de identidad.

	En la misma indicación, se propone derogar los actuales ilícitos de vagancia y mendicidad (artículos. 305 al 312 del Código Penal), pues la penalización de los mismos violenta la concepción de la legislación penal como orden jurídico de última ratio.

	A juicio del Gobierno, la vagancia y mendicidad son fenómenos que deben ser encarados con toda decisión como una cuestión social y no desde el punto de vista jurídico penal, mirando a los afectados no como delincuentes merecedores de castigo sino como personas necesitadas de asistencia.

	La despenalización de la vagancia y de la mendicidad exige reformar algunas disposiciones y cuerpos legales que discurren sobre la base de la existencia de estos delitos, como el Código Orgánico de Tribunales, la Ley sobre Organización y Atribuciones de los Juzgados de Policía Local y la Ley de Menores.

		--------

	La referida indicación fue también puesta en conocimiento de la Policía de Investigaciones de Chile, Carabineros de Chile y del Instituto de la Juventud. A estas dos últimas instituciones, además, dado que tenían reparos que formular, se les extendió una invitación  para que dieran a conocer su opinión sobre la materia, lo que hicieron en la sesión del 8 de mayo recién pasado.

		--------

	La Policía de Investigaciones de Chile fue partidaria de acoger en su totalidad la primera indicación del Ejecutivo.

	En lo particular, consideró que la información oral de sus derechos al detenido por el funcionario aprehensor, sin la presencia de otra persona, evita que se entrabe el procedimiento policial.

	La circunstancia de que tanto el Acta de Información de Derechos del Detenido como el Cartel que debe haber en los recintos policiales sea fijado mediante decreto supremo contribuye, a su juicio,  a mantener la uniformidad en la información a los detenidos. 

	La “comprobación” por el juez del incumplimiento del trámite de información de derechos, parece más razonable, pues pareciera indicar que éste o el funcionario afectado pueden valerse de medios probatorios para verificar la realización de dicha diligencia.

	Concuerda Investigaciones, también, con la  invalidación de la declaración y no del parte policial, para el caso de incumplimiento del señalado trámite.

	Por último, está de acuerdo con la indicación, en cuanto deja claramente establecidas las conductas ilícitas que se sancionan como tortura, dejando expresamente exceptuados los dolores o sufrimientos que sean consecuencia únicamente de sanciones legítimas, o que sean inherentes o incidentales a éstas, con lo cual quedarían cubiertas las consecuencias derivadas del empleo de la fuerza lícita para reducir a una persona que se resiste a la aprehensión y que eventualmente pudiera provocar algún tipo de lesiones.

	Carabineros de Chile  estimó que las enmiendas al artículo 253 mantienen una doble información de derechos, medida en la cual no coincide por estimarla innecesaria e inconveniente.

	A su juicio, no se justifica la información oral que se prevé en el lugar mismo de la detención, ya que resulta dilatoria de la gestión, que exige ser cumplida con la máxima rapidez y precaución. Puede resultar especialmente comprometedora en aquellos casos en que exista gran número de detenidos a consecuencia de desórdenes públicos u otros operativos policiales de trascendencia.

	A su juicio, debería haber una única lectura del Acta de Información de Derechos del Detenido, en la unidad policial donde sea traslado el detenido.

	La supresión de las modificaciones a la normativa sobre la detención por sospecha, la que quedaría, por lo tanto, plenamente vigente, es compartida por dicha Institución, que dio  a conocer que ha impartido instrucciones precisas para establecer la absoluta prohibición de detener a una persona que no porte cédula de identidad, ya que sólo corresponde solicitar su exhibición. A mayor abundamiento, se cita una sentencia de la I. Corte de Apelaciones de Valparaíso, de 8 de octubre de 1993, que acogió un recurso de amparo contra un funcionario de Investigaciones, por estimar que la detención de un particular que no porte cédula de identidad no aparece sustentada en una causa legal que la justifique.

	Insistió Carabineros, en relación con las enmiendas al artículo 319, en la necesidad de suprimir la información oral de derechos, a cumplir en el acto de la detención, toda vez que, siendo un procedimiento verbal, se presta, precisamente, para ser impugnado alegando su no cumplimiento, con la finalidad de invalidar la declaración extrajudicial que se haya rendido.

	En cuanto a los efectos sancionatorios que pudiera generar la no lectura del Acta de Información de los Derechos del Detenido o la inexistencia de carteles visibles sobre la materia en los recintos de detención, concuerda en que éstos sean sólo de carácter administrativo, por lo que sugiere hablar de sanciones “disciplinarias”.

	Sobre la sustitución del artículo 150 del Código Penal, que sanciona en general los actos de apremios ilegítimos y torturas en contra de las personas, destaca una imperfección de técnica legislativa respecto de las penas que se proponen, al entremezclarse la pena principal con la accesoria. El precepto debe comenzar por la sanción privativa de libertad, que es la básica, para luego consignar la secundaria o accesoria de suspensión o inhabilitación que corresponda.

	Sobre la agravación de la pena, para el evento de provocarse lesiones o la muerte de una persona, considera que las lesiones deberían tener, a lo menos, el carácter de graves.

	El Instituto Nacional de la Juventud reconoció que el objeto principal del proyecto es perfeccionar las normas que resguardan los derechos de las personas, debiendo concordar esta necesidad con aquella que implica prevenir y reprimir las conductas que vulneran las normas legales que reglan el ilícito.

	Abogó por el establecimiento de una norma que resguarde el derecho de todo sujeto, al tiempo de su detención o aprehensión, de ser informado de los derechos que le asisten.

	Las normas sobre detención por sospecha trasgreden, a su juicio, la garantía constitucional que consagra la libertad ambulatoria, de la cual una persona puede ser privada, como regla general, luego que una autoridad, legalmente facultada por la ley, haya dictado una orden previa y por escrito, salvo en el caso de la figura del delito flagrante, en que no se requiere dicha orden.

	Junto con lo anterior, dicho Instituto instó a adecuar nuestras normas procesales penales a los tratados internacionales ratificados por Chile y vigentes, como la Declaración Universal de Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

	Sobre la retención de las personas por la circunstancia de no poder acreditar la identidad, estimó pertinente que se estableciera en la norma un plazo perentorio, de horas, para el término de la retención, sin dejar espacio a un retardo arbitrario o abusivo, tomando en consideración para ello, el lugar donde ella se produce, como ser una urbe o ciudad densamente poblada y un sector urbano o rural más apartado, así como el avance tecnológico que hoy existe para recabar toda esta información.

	Respecto del delito de tortura, se mostró partidario de tipificarlo en un artículo separado, independiente del signado con el número 150. Si bien concuerda, en general, con la norma propuesta, considera benigna la pena y le merece reparos que no se considere como tortura los dolores o sufrimientos que fueren consecuencia de sanciones legítimas o que sean inherentes o incidentales a éstas.

		--------

	El Ministerio de Justicia dio a conocer su parecer favorable a esta iniciativa legal por intermedio de la Ministra de Justicia y de los asesores de esa Cartera de Estado.

	Explicó la señora Ministra que la importancia de la información oral al detenido acerca del motivo de su detención y de los derechos que le asisten tiene, al margen de la protección de los derechos del ciudadano, un efecto pedagógico muy importante.

	Esa información, al momento de la detención garantiza que el sujeto sepa sus derechos antes de prestar declaración alguna y sepa por qué es detenido.

	La posición oficial de dicho Ministerio consta en las indicaciones presentadas, que de alguna u otra forma fueron recogiendo las diferentes opiniones y observaciones formuladas durante la discusión. 

Antecedentes de legislación extranjera.

	Al margen de los antecedentes aportados por las Instituciones consultadas, vuestra Comisión tuvo a la vista la legislación vigente en países como España, Italia, Francia y Alemania.

	A continuación se hará una breve síntesis de aquélla que fue objeto de especial interés por parte de los señores Diputados durante la discusión en particular de esta iniciativa legal.

	En España, la Constitución, junto con garantizar el derecho de toda persona a la libertad y seguridad, previene en su artículo 17.3 que toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, de modo que sea comprensible, de sus derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales en los términos que la ley establezca.

	La Ley de Enjuiciamiento Criminal, en su artículo 490,  permite, a cualquier persona, detener 1° Al que intentare cometer un delito, en el momento de ir a cometerlo. 2° Al delincuente, in fraganti. 3° Al que se fugare del establecimiento penal en que se halle extinguiendo condena. 4° Al que se fugare de la cárcel en que estuviere esperando su traslación al establecimiento penal o lugar en que deba cumplir la condena que se le hubiere impuesto por sentencia firme. 5° Al que se fugare al ser conducido al establecimiento o lugar mencionado en el número anterior. 6° Al que se fugare estando detenido o preso por causa pendiente. 7° Al procesado o condenado que estuviere en rebeldía.

	Acorde con el artículo 491, el particular que detuviere a otro justificará, si éste lo exigiere, haber obrado en virtud de motivos racionalmente suficientes para creer que el detenido se hallaba comprendido en alguno de los casos del artículo anterior.

	La autoridad o agente de policía judicial tiene la obligación de detener,  según el artículo 491: 

	1° A cualquiera que se halle en alguno de los casos del artículo 490. 

	2° Al que estuviere procesado por delito que tenga señalada en la ley pena superior a la de prisión correccional. 

	3° Al procesado por delito a que esté señalada pena inferior, si sus antecedentes o las circunstancias del hecho hicieren presumir que no comparecerá cuando fuere llamado por la autoridad judicial.

	Se exceptúa de lo dispuesto en el párrafo anterior al procesado que preste en el acto fianza bastante, a juicio de la autoridad o agente que intente detenerlo, para presumir racionalmente que comparecerá cuando le llame el juez o el tribunal competente.

	4° Al que estuviere en el caso del número anterior, aunque todavía no se hallase procesado, con tal que concurran las circunstancias siguientes:

	1ª Que la autoridad o agente tenga motivos racionalmente bastantes para creer en la existencia de un hecho que presente los caracteres de delito. 2ª  Que los tenga también bastantes para creer que la persona a quien intente detener tuvo participación en él.

	No se puede detener, con arreglo al artículo  495, por simples faltas, a no ser que el presunto reo no tuviese domicilio conocido ni diese fianza bastante, a juicio de la autoridad o agente que intente detenerle.

	En Italia, la Constitución dispone, en su artículo 13, que la libertad personal es inviolable.

	No procederá ninguna forma de detención, inspección o registro personal ni otra restricción cualquiera de la libertad personal salvo por auto razonado de la autoridad judicial y únicamente en los casos y del modo  previsto por la ley.

	En casos excepcionales de necesidad y de urgencia, especificados taxativamente en la ley, la autoridad de orden público podrá adoptar medidas provisionales que deberán ser comunicadas dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la autoridad judicial y que, de no ser confirmadas por ésta en las cuarenta y ocho horas subsiguientes, se considerarán revocadas y no surtirán efecto alguno.

	Se castigará toda violencia física y moral sobre las personas sujetas de cualquier modo a restricciones en su libertad.

	La ley establecerá los límites máximos de la detención preventiva.

	El Código de Procedimiento Penal Italiano, por su parte, consagra el arresto en caso de flagrancia y detención.

			Según el artículo 382, se encuentra en estado de flagrancia quien es sorprendido en el acto de cometer el reato, o si inmediatamente después de cometido, es perseguido por la policía judicial, por la persona ofendida o por otras personas, o es sorprendido con cosas o huellas de las que se deduzca que inmediatamente antes ha come�tido el reato.

		El artículo 383 autoriza a toda persona para proceder al arresto en caso de flagrancia.

		La persona que ha efectuado el arresto debe entregar inmediatamente al arrestado y las cosas que constituyan el cuerpo del reato a la policía judicial, la cual redactará el acta donde se haga constar la entrega y le expedirá copia.

			Además de los casos de flagrancia, el artículo 384 permite la detención de la persona contra quien obren indicios de haber cometido un delito, cuando existan específicas circunstancias que hagan considerar fundado el peligro de fuga. En tal caso, el ministerio público dispondrá la detención de la persona gravemente indiciada de haber cometido un delito para el cual la ley haya establecido pena de prisión perpetua, de reclusión no inferior en el mínimo a dos años y superior a seis años en el máximo o de un delito que se relacione con armas de guerra y explosivos.

			En estos casos, los oficiales y los agentes de policía judicial pueden proceder a la detención por iniciativa propia.

			La policía judicial procederá también a la detención por iniciativa propia, en caso de que se identifique posteriormente al indiciado o sobrevengan específicas circunstancias que hagan fundado el peligro de que la persona sindicada pueda darse a la fuga, y no sea posible, por lo urgente de la situación, esperar el proveído del ministerio público.

			El artículo 386 consagra los deberes de la policía judicial en caso de arresto o detención.

		Ellos consisten, básicamente, en dar inmediata noticia al ministerio público del lugar donde el arresto o la detención se han efectuado; de advertir al detenido de la  facultad que le asiste de nombrar un defensor de confianza, y de informar inmediatamente del arresto o detención efectuado al defensor de confianza eventualmente nombrado o al de oficio designado por el ministerio público.

			El artículo 387 dispone el aviso del arresto o de la detención a los familiares, para lo cual la policía judicial, con el consentimiento del arrestado o detenido, deberá dar noticia inmediata a sus familiares, del arresto o detención efectuado.

	Acorde con el artículo 388, el ministerio público podrá proceder al interrogatorio del arrestado o del detenido, dándole aviso oportuno al defensor de confianza o, a falta de este, al defensor de oficio. Durante el interrogatorio, observando las formalidades del caso, el ministerio público informará al arrestado o al detenido del hecho por el cual se procede y de las razones que han determinado el proveído, comunicándole igualmente los elementos de juicio a su cargo, así como los medios de prueba, si de ello no se derivare perjuicio a las indagaciones.

	En Alemania, el artículo 104 de la Constitución perentoriamente establece que: (1) La libertad de la persona podrá ser limitada únicamente en virtud de una ley formal y sólo respetando las formas prescritas en la misma. Las personas detenidas no deberán ser maltratadas ni física ni psicológicamente. (2) Corresponde sólo al juez decidir si una privación de libertad es admisible y debe continuar. En todo caso de privación de libertad no fundada en una orden judicial deberá procurarse sin demora alguna una decisión judicial. Por su propia autoridad, la policía no podrá mantener a nadie bajo su custodia más allá del fin del día posterior al de la detención. La reglamentación se hará por ley. (3) Toda persona detenida provisionalmente bajo la sospecha de un acto delictivo ha de ser llevada ante el juez a más tardar el día posterior al de la detención, debiendo el juez comunicarle las causas de la detención, interrogarla y darle la oportunidad para formular objeciones. El juez deberá dictar sin demora alguna una orden escrita de prisión indicando las causas de la misma o bien decretar la libertad. (4) De toda decisión judicial que ordene o prolongue una privación de libertad ha de informarse sin demora alguna a un familiar del detenido o a una persona de su confianza.

	La Ordenanza Procesal Penal Alemana consagra ciertos presupuestos de la detención preventiva y de los  motivos de detención.

	Así, por ejemplo, el artículo 112 establece que la detención preventiva puede ser ordenada contra el imputado si él es vehementemente sospechoso como partícipe en el hecho y existe un motivo de detención. Ella no puede ser ordenada si por el significado de la causa y la pena o medida de seguridad y corrección a esperar resulta desproporcionada.

	Existe un motivo de detención cuando en razón de circunstancias determinadas

	1) se verifica que el imputado está prófugo o se mantiene oculto,

	2) por apreciación de las circunstancias del caso particular existe el peligro de que el imputado no se someterá al procedimiento penal  (peligro de fuga), o

	3) el comportamiento del imputado funda la sospecha vehemente de que él 

	a) destruirá, modificará, ocultará, suprimirá o falseará medios de prueba, o

	b) influirá de manera desleal en coimputados, testigos o peritos, o

	c) inducirá a otros a realizar tales comportamientos,

	y si por ello amenaza el peligro de que la investigación de la verdad sea dificultada (peligro de entorpecimiento).

	Contra el imputado que es vehementemente sospechoso de un crimen o en tanto por el hecho ha sido puesta en peligro la integridad corporal o la vida de otro, puede ser ordenada la detención preventiva aunque no exista un motivo de detención.

	Otros motivos de detención existen, también, según el artículo 112, cuando el imputado es vehementemente sospechoso de haber cometido

	1) un hecho penal…

	2) repite o continúa un hecho penal perjudicial o de gran trascendencia al orden jurídico…, y circunstancias determinadas fundan el peligro de que él antes de la condena firme cometerá otros hechos penales importantes de la misma clase o continuará el hecho penal, la detención es necesaria para evitar el peligro que amenaza, …y es del caso esperar una pena privativa de libertad mayor a un año. En los casos del número 2 se presupone la existencia de tal peligro como regla cuando el imputado ha sido condenado dentro de los últimos cinco años a pena privativa de libertad firme a causa de un hecho penal de la misma clase.

	En los presupuestos fundados en hechos leves, esto es, si sólo está conminado con pena privativa de libertad hasta de seis meses o con multa, única o conjuntamente, la detención preventiva no puede ser ordenada por peligro de entorpecimiento, según lo establece el artículo 113.

	En estos casos, la detención preventiva puede ser sólo ordenada por peligro de fuga cuando el imputado 

	1) ya había eludido una vez el procedimiento o ha hecho preparativos para la fuga, 

	2) no tiene en el ámbito de validez de esta ley domicilio o residencia fija, o 

	3) no puede justificar identidad sobre su persona.

	En todos estos casos cabe el anoticiamiento de los parientes.

	El artículo 114b dispone expresamente que de la detención y de cada posterior decisión sobre la prolongación de la detención debe ser informado inmediatamente un pariente del detenido o una persona de su confianza. Para la disposición es competente el juez.

	Además, debe darse oportunidad al detenido mismo para que informe de la detención a un pariente o a una persona de su confianza, siempre que el fin de la investigación no sea puesto en peligro por ello.

	Procede también la aprehensión provisional, conforme con el artículo 127, si alguien es sorprendido o perseguido en flagrante. En tal caso, cualquiera está facultado para aprehenderlo provisionalmente, aun sin orden judicial, cuando él es sospechoso de fuga o no puede determinarse inmediatamente su personalidad.

	El ministerio público y los funcionarios policiales están también facultados para la aprehensión provisional en caso de peligro inminente en la demora, cuando existan los presupuestos de una orden de detención o de una orden de internación.

	En Francia, el Código de Procedimiento Penal consagra las indagaciones y los controles de identidad.

	Respecto de estos últimos, el artículo  78-1 dispone que  toda persona que se encuentre en el territorio nacional debe estar dispuesta a un control de identidad efectuado en las condiciones y por las autoridades señaladas en los artículos siguientes.

	Así, el artículo 78-2 faculta a los oficiales de policía judicial y, bajo orden y responsabilidad de éstos, los agentes de policía judicial y los agentes de policía judicial auxiliares, para que puedan invitar a justificar, por cualquier medio, su identidad a toda persona respecto a la cual existe un indicio que hace presumir:

	-- que ha cometido o intentado cometer una infracción;

	-- que se dispone a cometer un crimen o simple delito;

	-- que puede suministrar informaciones útiles a la indagación de un crimen o delito;

	-- o que es buscada por orden de una autoridad judicial.

	La identidad de toda persona puede igualmente ser controlada, según estas mismas modalidades, para prevenir un atentado al orden público, especialmente un atentado a la seguridad de las personas o bienes.

	Los extranjeros cuya identidad es controlada aplicando estas disposiciones deben presentar los documentos que los autoricen a permanecer en Francia.

	El artículo 78-3 señala que si el interesado se rehúsa o se encuentra en la imposibilidad de justificar su identidad puede, en caso de ser necesario, ser detenido en el lugar o en el local policial donde es conducido para los fines de verificación. En todos los casos,  debe ser puesto a disposición de un oficial de policía judicial, quien debe poner a disposición del detenido todos los medios que le permitan establecer su identidad y proceder a las operaciones de averiguación que sean necesarias. La persona debe ser informada de su derecho de hacer informar al Procurador de la República de que la verificación que está siendo objeto y de avisar a su familia o a cualquier persona que ella elija. Si circunstancias particulares lo exigen, el oficial de policía avisará, él mismo, a la familia o a la persona elegida.

	Cuando se trate de un menor de dieciocho años, el Procurador de la República debe ser informado desde el inicio de la retención. Salvo imposibilidad, el menor debe ser asistido por su representante legal.

	La persona que es objeto de una verificación no puede ser retenida más que el tiempo estrictamente necesario para el establecimiento de su identidad. La retención no puede exceder cuatro horas a contar del control efectuado y el Procurador de la República puede ponerle fin en todo momento.

	Si el interpelado continúa negándose a justificar su identidad o entrega elementos de identidad manifiestamente inexactos, las operaciones de verificación pueden dar lugar, con la autorización del Procurador de la República o del juez de instrucción, a la toma de huellas digitales o de fotografías cuando constituyan el único medio de establecer la identidad del interesado.

	La toma de huellas o de fotografías debe ser mencionada y justificada en el proceso verbal.

	El oficial de policía judicial menciona en el proceso verbal los motivos que justifican el control como la verificación de identidad y las condiciones en las cuales la persona ha sido presentada ante él, informada de sus derechos y puesta en situación de ejercerlos. Debe precisar el día y la hora, a partir en que el control se efectuó, el día y la hora del fin de la detención y la duración de la misma.

	El documento en que consten estas circunstancias debe ser presentado a la firma del interesado. Si este se rehúsa a firmar, se debe mencionar este hecho y sus motivos.

	El proceso verbal es enviado al Procurador de la República y una copia será sometida al interesado en los casos previstos en el párrafo siguiente.

	Si respecto de la persona retenida no hay ninguna orden de indagación o ejecución enviada a la autoridad judicial, el control de identidad no debe archivarse y el proceso verbal, así como todos los antecedentes referidos al control de identidad serán destruidos, en un plazo de seis meses, bajo control del Procurador de la República.

	En el caso de orden de indagación o de ejecución enviado a la autoridad judicial y si se conviene mantener la persona en custodia, la persona retenida debe ser inmediatamente informada de su derecho de hacer avisar al Procurador de la República de la medida que ha sido objeto.

Discusión en particular. Acuerdos adoptados.

	Como ya se explicara, dada la envergadura de las observaciones y enmiendas introducidas al proyecto, vuestra Comisión acordó someterlo en su integridad a la discusión en particular, aprobando en definitiva, por la unanimidad de sus miembros presentes, un proyecto que consta de cinco artículos permanentes.

	El artículo 1° contiene las enmiendas a los artículos 18, 253, 260, 260 bis (se agrega), 270, 293 y 319 del Código de Procedimiento Penal.

	El artículo 2°, las enmiendas al artículo 150, la agregación de un artículo 150 bis y la derogación de los delitos de vagancia y mendicidad, todos del Código Penal.

	El artículo 3° modifica el artículo 45, N° 2, letra c), del Código Orgánico de Tribunales, con el solo propósito de adecuar dicho precepto, que fija la competencia de los jueces de letras, acorde con la supresión de los delitos de vagancia y mendicidad.

	El artículo 4° deroga el N° 7 de la letra c) del artículo 13 de la ley N° 15.231, sobre organización y atribuciones de los juzgados de policía local, que le da competencia para conocer de los delitos de vagancia y mendicidad, que se vienen derogando.

	El artículo 5° sustituye el N° 5 del artículo 42 de la ley N° 16.618, Ley de Menores, que señala en qué casos los padres se encuentran en inhabilidad física o moral para los efectos de que el juez pueda encomendar el cuidado personal de los hijos a otras personas. Entre ellos, cuando hayan sido condenados por vagancia.

		-------- 

	Los acuerdos particulares adoptados por vuestra Comisión son los siguientes:

Artículo 1°

	Contiene las modificaciones al Código de Procedimiento Penal.

Letra a)

	Elimina el N° 1 del artículo 18, que prohíbe al Ministerio Público o a otra persona que no fuere la ofendida o su representante legal, ejercer  las acciones que nacen del retardo o la denegación a los particulares de la protección o servicio que deba dispensarles un empleado público en conformidad a las leyes y reglamentos.

	Como se sabe, de todo delito nace una acción penal, que permite ejercer el derecho correlativo de la facultad-obligación del Estado de administrar justicia, a través de la cual se pone en movimiento el proceso penal.

	De acuerdo con la acción penal que otorgan, los delitos se dividen en delitos de acción pública, delitos de acción privada y delitos de acción mixta.

	La regla general en nuestro ordenamiento jurídico penal son los delitos de acción pública, en los cuales se concede la acción penal a la sociedad toda.

	En los delitos de acción privada, enunciados en el artículo 18, en cambio, la acción penal sólo puede ser ejercida por el ofendido o su representante legal.

	Al eliminar el proyecto el numeral 1°, estos delitos pasan a ser de acción pública y podrán ser denunciados por las cualquier persona, estando obligados a hacerlo, con arreglo al artículo 84 del mismo Código, entre otros, el Ministerio Público, los miembros de Carabineros de Chile, de la Policía de Investigaciones de Chile, de Gendarmería de Chile, los empleados públicos, los jefes de establecimientos hospitalarios o de clínicas.

	Se aprobó por unanimidad la supresión de este numeral.

	Letra b)	

	Contiene las enmiendas al artículo 20.

	Se refiere, en general, a las denuncias o querellas que interponga el Ministerio Público, a requerimiento del funcionario público ofendido o de los agentes  diplomáticos extranjeros afectados por un delito.

	En el primer informe, se aprobó intercalar un inciso cuarto, con el objeto de obligar al Ministerio Público a deducir denuncia o querella contra quien corresponda, por secuestro, destierro, arresto o detención ilegal y arbitraria; por decretar o prolongar indebidamente la incomunicación de un inculpado, aplicarle tormento o usar con él de un rigor innecesario; por allanar un templo o la casa de cualquier persona o registrar sus papeles, abusando el empleado público de su oficio, a no ser en los casos y forma que prescriben las leyes.

	Se trata, en suma, de crímenes y simples delitos que afectan los derechos garantidos por la Constitución y, específicamente, de agravios inferidos por funcionarios públicos a los referidos derechos.

	En esta ocasión, vuestra Comisión, por unanimidad, ha rechazado esta enmienda, por considerar que ella estaba mal ubicada, en la medida que este artículo consagra el derecho de los empleados públicos a ejercer acciones por injurias y calumnias cuando son víctimas de una denuncia infundada.

Letra c)

	Contiene las modificaciones al artículo 253, que se refiere a la detención.

	La regla general en esta materia, según el artículo 19, N°7, de la Constitución, es que nadie puede ser arrestado o detenido sino por orden de funcionario público expresamente facultado por la ley y después de que dicha orden le sea intimada en forma legal. Sin embargo, podrá ser detenido el que fuere sorprendido en delito flagrante, con el solo objeto de ser puesto a disposición del juez competente dentro de las veinticuatro horas siguientes.

	La disposición constitucional es reproducida con algunas variables en el artículo 253.

	Al requisito de la intimidación de la orden legal de detención, se propone agregar otros resguardos en favor del detenido que, en su conjunto, conforman el trámite de información a que se refiere el nuevo inciso que se agrega en el artículo 319.

	Tales resguardos tienen por finalidad:

	-- Obligar al funcionario público a cargo del procedimiento de detención o aprehensión, a informar oralmente a la persona detenida, antes de conducirla hasta la unidad policial, de la razón de su detención o aprehensión y de los derechos legales que le asisten.

	-- Obligar al encargado de la casa de detención policial hasta donde sea conducida dicha persona, a leerle el Acta de Información de Derechos del Detenido, de lo cual deberá quedar constancia en el libro de guardia, con la firma de la persona que se hallare detenida. 

	-- Colocar  un cartel informativo en las casas y recintos de detención policial en el cual se indicarán claramente los derechos que tiene el detenido o aprehendido, el cual deberá estar a la vista y en condiciones de ser leído por el detenido.

	-- Fijar, por decreto expedido a través del Ministerio de Justicia, el texto del acta y del cartel, con especificación de los derechos consagrados en los artículos 293 y 294, así como lo expuesto en el número 5 del artículo 120 bis.

	Vuestra Comisión entiende, tal como tuviera ocasión de expresar, que tanto la información, el acta como el cartel, deben reproducir los derechos fundamentales que la Constitución otorga en pro de la libertad personal de los individuos.

	Los autores del proyecto justifican estos resguardos ante la convicción de que la conciencia vigilante de los propios derechos y la capacidad de las personas de reclamarlos es la mejor defensa de los derechos humanos.

	Si bien la presunción general del conocimiento de la norma legal es una premisa básica para el imperio de la ley, esa ficción legal no puede soslayar la realidad: la gente no conoce las normas que la protegen y este desconocimiento facilita que los funcionarios públicos las vulneren sistemáticamente sin que les sea exigido su respeto por los sujetos detenidos.

	El trámite de información, válido para toda detención, tendrá, a su juicio particular, importancia en la corrección de una de las situaciones de más alta prevalencia y que pesa sobre la juventud chilena con singular fuerza, como es la detención por sospecha, sin que ésta, la detención, sea lo suficientemente fundada como para justificar la medida.

	La disposición fue objeto de un amplio debate y de posiciones encontradas, particularmente de los agentes de la policía, como ya se expresara.

	Todos los señores Diputados estuvieron  acordes en que lo que interesa es que la persona detenida esté informada de sus derechos, aunque no todos estuvieron de acuerdo en la oportunidad de hacerlo, esto es, en el lugar de la detención o en la unidad policial, pero, siempre, antes de prestar declaración extrajudicial.

	La disposición aprobada contempla dos instancias. Una, la información al detenido, en forma oral, de sus derechos y del motivo de su detención, todo lo cual debe hacerse en el momento en que ésta se efectúa. Otra, la lectura del Acta de Información de Derechos del Detenido, que se hace en el recinto policial a donde es conducida la persona.

	Una normativa como la expresada resulta plenamente concordante con el artículo 7.4 del Pacto de San José de Costa Rica, que dispone que toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su detención y notificada sin demora del cargo o cargos formulados contra ella.

	Al margen de lo anterior en las casas y recintos de detención policial debe haber un cartel informativo de los derechos que tiene el detenido o aprehendido, cuyo texto debe ser fijado por decreto supremo expedido a través del Ministerio de Justicia.

	Ese cartel, que no sólo debe estar a la vista sino en condiciones de ser leído por el afectado, debe contener, al igual que el Acta,  las menciones de los artículos 293 y 294 del Código Penal, así como lo expuesto en el número 5 del artículo 120 bis.

	De este modo, se hace saber al detenido o preso, que aunque se encuentre incomunicado, tiene el derecho a que se informe por la policía o por el tribunal a cuya disposición estuviere, a su familia, a su abogado o a la persona que él indique, el hecho de su detención o prisión, como, asimismo, a conferenciar con su abogado en presencia del funcionario encargado del establecimiento policial o carcelario, hasta por treinta minutos cada día, exclusivamente sobre el trato recibido, las condiciones de su detención y sobre los derechos que pueden asistirle. 

	Se le hace saber, igualmente, que tiene derecho para procurarse, a sus expensas, las comodidades y ocupaciones que sean compatibles con el objeto de su detención o prisión y con el régimen del establecimiento; que puede recibir la visita de un ministro de su religión, de su abogado o de su procurador, o de aquellas personas con quienes esté en relación de familia, de intereses o que pueden darle consejos.

	Por último, se le hace saber que tiene el derecho a que se consignen sumariamente las declaraciones que se allanare a prestar.

	Se aprobó por unanimidad.

Letra d)

	Contiene las enmiendas al artículo 260, particularmente en lo relativo a la “detención por sospecha”.

	La idea mayoritaria fue siempre la de eliminar los actuales números 3 y 4, que permiten detener al que anduviere con disfraz o de otra manera que dificulte o disimule su verdadera identidad y rehusare darla a conocer, o al que se encontrare a deshora en lugares o en circunstancias que presten motivo fundado para atribuirle malos designios, preceptos que no figuran en el proyecto de nuevo Código de Procedimiento Penal.

	Lo anterior, sin perjuicio de buscar las soluciones legislativas pertinentes para no mantener a la policía inerme frente a la necesidad que tiene de actuar ante el delito.

	En ese orden de ideas, se pensó en establecer la figura de la retención respecto de la persona que no pudiere demostrar su identidad y, también, la posibilidad de que se pudiera detener por tentativa de delito, siguiendo con ello el modelo de los Códigos español y argentino.

	También se exploró, como alternativa, consagrar un número 3°, similar al aprobado en el primer informe, que permitiera detener al que se encontrare en lugares o circunstancias que den motivo fundado para atribuirle malos designios, como portar instrumentos aptos para la comisión de un delito o por rehusarse a dar a conocersu identidad y explicar sus intenciones satisfactoriamente.

	La señora Ministra de Justicia aclaró que cualquiera que sea la norma que se proponga, ella no debe atentar contra el precepto constitucional consagrado en la letra c) del N° 7° del artículo 19, esto es, que nadie puede ser arrestado o detenido, sino por orden de funcionario público expresamente facultado por la ley y después que dicha orden le sea intimada en forma legal, salvo en el caso de delito flagrante, en que puede ser detenido con el solo objeto de ser puesto a disposición del juez competente.

	Establecer, por lo mismo, una situación intermedia lo que es el delito flagrante, como la tentativa, puede ser absolutamente inconstitucional.

	La redacción  que se convenga hay que incluirla como hipótesis de delito flagrante.

	Reconoció que en la actualidad hay personas detenidas por sospecha. Felizmente, el promedio de 750.000 personas detenidas por sospecha anualmente –y que no llegaban a los tribunales—se ha logrado rebajarlo a 350.000.

	Señaló que el tema de la detención por sospecha es abordado en el proyecto de Código de Procedimiento Penal en el artículo 161, en forma absolutamente clara, al regular la detención policial.

	A la luz de los antecedentes aportados, se manifestó que el problema es decidir, dentro del margen constitucional, si hay acuerdo en mantenerle a la policía ciertas facultades para que actúe en forma preventiva, aunque con ciertos costos sociales.

	La derogación de la detención por sospecha –que aborda el nuevo Código de Procedimiento Penal—se inserta dentro del sistema que en dicho proyecto se propone, en que se espera una mayor eficacia en la persecución de los delitos con la instauración del Ministerio Público.

	Los representantes del Gobiernos expresaron que, coincidiendo con el consenso doctrinario penal de que es necesario eliminar la detención por sospecha, se ha juzgado oportuno hacerlo con ocasión de la discusión de dicho Código, porque allí se inserta dentro de una reforma más global.

	La señora Ministra aclaró que el Gobierno no desea pronunciarse sobre esta materia en el actual Código de Procedimiento Penal. Por ese motivo, las indicaciones del Ejecutivo van en la línea de favorecer la información de los derechos de las personas, tipificar el delito de tortura y derogar los delitos de vagancia y mendicidad.

	La Comisión, por estimar que se está en presencia de un problema latente y pese a encontrar atendible la posición del Gobierno, optó por legislar en la materia, tomando en consideración tres elementos, el intento o atribución de un delito, la conminación a identificarse y la retención limitada de las personas con ese solo objeto.

	En definitiva, vuestra Comisión, por unanimidad, acordó modificar el artículo 260, sustituyendo su numeral 3° y derogando el 4°.

	El nuevo numeral permite detener “al que intentare cometer un delito, en circunstancias previas a su comisión”.

	Asimismo, acordó introducir un artículo 260 bis, con el objeto de establecer, en forma perentoria, que toda persona debe estar dispuesta a un control de identidad y deberá colaborar con la policía cuando le solicite someterse a él.

	Si la persona se rehúsa o no puede identificarse, puede ser retenida para ser conducida a un local de policía para verificar su identidad, pudiendo permanecer en él sólo el tiempo estrictamente necesario para su identificación, con un plazo máximo de cuatro horas.

	Se dejó expresa constancia que la identidad puede comprobarse con cualquier documento y no necesariamente con la cédula respectiva.

Letra e)

	Sustituye el artículo 270, que se refiere a la forma en que debe actuar el jefe de policía ante quien sean conducidas las personas que sus agentes detengan con el fin de verificar su identidad.

	La norma de reemplazo señala que las personas detenidas deben ser conducidas en forma inmediata ante el oficial o suboficial encargado de la unidad policial. La detención misma se mantiene mientras se comprueba su identidad y según sean las explicaciones que den de su conducta y los antecedentes que la motivaron.

	Junto con lo anterior, se contemplan las constancias que habrán de hacerse sobre el hecho de haberse informado a la persona detenida de sus derechos, las que habrán de ser firmadas por el encargado de la unidad policial y por el detenido.

	Se aprobó por unanimidad.



Letra f)

	Modifica el artículo 293, que regula los derechos que tiene el detenido para que se comunique a su familia, a su abogado o a la persona que indique, el hecho de su detención o prisión.

	Las enmiendas propuestas tienen por finalidad que ese cometido pueda ser cumplido por el propio afectado (por sí mismo) y no solamente por la policía o el tribunal; que del hecho de la detención o prisión se dé “noticia inmediata”, “dentro de las dos horas siguientes a su privación de libertad” “y por los medios más expeditos”, y que, en caso de incumplimiento, se sancione al funcionario infractor con la pena de suspensión en su grado máximo.

	Se trata, en el fondo, de nuevas exigencias tendentes a hacer más efectivo el ejercicio de estos derechos.

	Se aprobó por unanimidad.

Letra g)

	Agrega un inciso nuevo al artículo 319, que se refiere a las declaraciones indagatorias que debe prestar el inculpado, esto es, la persona acusada o imputada.

	La disposición aprobada tiene por finalidad obligar al juez a que interrogue al detenido sobre el cumplimiento del trámite de información.

	De constarle que no se ha cumplido, debe invalidar la declaración que del detenido hubiere prestado ante sus aprehensores, desagregar estos antecedentes de los autos, ordenar la formación de un cuaderno especial, y oficiar a la autoridad administrativa para que se apliquen las sanciones “disciplinarias” pertinentes.

	La norma aprobada en el primer informe invalidaba el parte policial, lo que fue estimado excesivo.









Artículo 2°

	Contiene las modificaciones al Código Penal.

Letra a)

	Sustituye el artículo 150, que sanciona a los que decretaren o prolongaren indebidamente la incomunicación de un procesado, le aplicaren tormentos o usaren con él de un rigor innecesario, con pena de presidio o reclusión menores y suspensión en cualquiera de sus grados, esto es, con penas que van desde los 61 días a los 5 años.

	Se agrega en este artículo un número 3° nuevo, para sancionar a los que en el ejercicio de sus cargos tuvieren conocimiento de estos delitos y procediendo impedirlos, no lo hicieren.

	Se aprobó por unanimidad.

Letra b)

	Agrega un nuevo artículo 150 bis, con el fin de consagrar expresamente el delito de tortura, que se define en los mismos términos que lo hace el artículo 1° de la Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.

	Acorde con dicho tratado, todo Estado debe tomar las medidas legislativas, administrativas, judiciales o de otra índole eficaces para impedir los actos de tortura en todo el territorio que esté bajo su jurisdicción.

	La pena es de presidio o reclusión menores en su grado medio a presidio o reclusión mayor en su grado mínimo (541 días a 10 años) , además de la suspensión o inhabilitación que corresponda, como pena accesoria.

	Si con ocasión de la tortura se cometieren además los delitos de violación, violación sodomítica, homicidio calificado, castración, mutilación de un miembro importante o lesiones graves, se aplican al responsable las penas señaladas para estos delitos en sus grados máximos.

	El delito de tortura, inserto en el párrafo relativo a los agravios inferidos por funcionarios públicos a los derechos garantidos por la Constitución, lo comete el funcionario público que torturare o hiciere torturar a una persona.

	Los dolores o sufrimientos deben ser infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya o con su consentimiento o aquiescencia.

	Se caracteriza este delito por el hecho de utilizar cualquier apremio ilegítimo, mediante el cual se obtiene información o una confesión.

	Los apremios pueden consistir en infligir intencionadamente a una persona dolores o sufrimientos graves, físicos o mentales.

	También se puede torturar mediante la comisión de delitos contra la vida, el honor, la salud individual, amenazas y coacciones.

	En estos casos, como los mencionados en el inciso final de este artículo,  no es necesario obtener la información o la confesión, sino que basta con la realización del apremio ilegítimo.

	Este delito está en relación con la garantía constitucional del N° 1° del artículo 19 de la Carta Fundamental, que asegura el derecho a la vida y a la integridad física y psíquica de las personas.

	Según algunos autores el bien jurídico son las garantías personales más básicas, reconocidas por la Constitución, como la vida, la incolumidad personal, la libertad, en cuanto plasmación de los valores constitucionales “humanidad” y “dignidad”.

	Se aprobó por unanimidad.

Letra c)

	Deroga el párrafo relativo a la vagancia y mendicidad y los artículos 305 al 312 en él incluidos.

	El Gobierno, que ha propiciado esta derogación, señala que la subsistencia de figuras penales en nuestro Código Penal, que corresponden a concepciones más proclives a un derecho penal de autor y no de acto, como la vagancia y la mendicidad, constituyen una preocupación permanente para él.

	La Policía de Investigaciones y Carabineros de Chile ponen a disposición de los tribunales y aprehenden por vagancia y mendicidad a un promedio de 8.000 personas anualmente. Gendarmería, por su parte, recibe a estas personas, que permanecen un máximo de cinco días en los establecimientos penitenciarios.

	Lo señalado, a juicio del Gobierno, pone de manifiesto la necesidad de derogar estos ilícitos, que violentan la concepción de la legislación penal como orden jurídico de última ratio.

	La vagancia y mendicidad debe ser encarada como una cuestión social y no desde el punto de vista jurídico-penal.

	Se aprobó esta enmienda por unanimidad.

Artículos 3°, 4° y 5°

	Modifican,  como ya se ha expresado, el Código Orgánico de Tribunales, la Ley sobre Organización y Atribuciones de los Tribunales y la Ley de Menores, como consecuencia de la supresión de los delitos de vagancia y mendicidad.

	Se aprobaron, por unanimidad, en los términos propuestos.

		--------

Indicaciones rechazadas.

	En este segundo trámite reglamentario se han rechazado las siguientes indicaciones:

	1.- De los señores Melero, Chadwick, Pérez, don Víctor y Recondo, para suprimir la letra c) del artículo 1°.

	2.- De los señores Elgueta y Aylwin para agregar un nuevo inciso al artículo 253, que se modifica por la letra c) del artículo 1°, del siguiente tenor:

	“El acta y cartel a que se refieren los incisos anteriores deberá contener a lo menos el artículo 19 N° 3 incisos 1, 2 y 3 de la Constitución Política de la República, y los artículos 67, 280, 291, 293, 294, 306, 318 bis y 356 del Código de Procedimiento Penal, los que deberán ser confeccionados por el Ministerio de Justicia.”

	3.- Del Ejecutivo, para suprimir la letra d) del artículo 1°.

	4.- De los señores Longton y Urrutia para eliminar el N° 2 de la letra c) del artículo 1°.

	5.- De los señores Melero, Chadwick, Pérez, don Víctor y Recondo, para reemplazar en el N° 2 de la letra d) del artículo 1°, entre las palabras “identidad” y “explicar”, la conjunción “y” por la frase “o no”.

	6.- De los señores Aylwin y Elgueta para sustituir, en el N° 2, la frase “y explicar sus intenciones satisfactoriamente”, por “explicando su permanencia en el lugar satisfactoriamente”.

	7.-  De los señores Longton y Urrutia para eliminar el artículo 2° del proyecto.

	8.- Del señor Elgueta, para agregar en el nuevo artículo 150 bis, el siguiente inciso final:

	“El tribunal apreciará los hechos conforme a la sana crítica”.

Texto del proyecto aprobado.

	En mérito de las consideraciones anteriores y por las que os pueda dar a conocer en su oportunidad el señor Diputado Informante, vuestra Comisión tiene a bien recomendaros que prestéis aprobación al siguiente

Proyecto de ley:

	Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código de Procedimiento Penal:

	a) Elimínase el N° 1 del artículo 18.

	b) Agréganse en el artículo 253 los siguientes incisos:

	“El funcionario público a cargo del procedimiento de detención o de aprehensión deberá, antes de conducir a la persona detenida hasta la unidad policial, informarla oralmente de la razón de su detención o aprehensión y de los derechos legales que le asisten. Sin perjuicio de ello, el encargado de la primera casa de detención policial hasta donde sea conducida, le deberá leer el Acta de Información de Derechos del Detenido. En el libro de guardia del recinto quedará constancia de dicha lectura y de la firma de la persona que se hallare detenida.

	En todas las casas y recintos de detención policial existirá un cartel informativo en el cual se indicará claramente los derechos que tiene el detenido o aprehendido. Dicho cartel deberá estar a la vista y en condiciones de ser leído con facilidad por  todo aquél que ingrese como detenido.

	El texto del acta y del cartel mencionados en los incisos anteriores será fijado mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Justicia, los que deberán contener una relación de los derechos consagrados en favor del detenido en los artículos 293 y 294, así como lo expuesto en el número 5 del artículo 120 bis.”

	c) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 260:

	1.- Reemplázase en el N° 2, el punto y coma (;) por una coma (,), y agrégase, a continuación de ésta, la conjunción “y”.

	2.- Sustitúyese el N° 3° por el siguiente:

	“3° Al que intentare cometer un delito, en circunstancias previas a su comisión.”

	3.- Suprímese el  número 4°. 

	d) Agrégase el siguiente artículo 260 bis:

	“Artículo 260 bis.- Toda persona debe estar dispuesta a un control de identidad y deberá colaborar con la policía cuando le solicite someterse a él.

	Si la persona se rehusare o no pudiere identificarse, podrá ser conducida a un local de policía para verificar su identidad, pudiendo permanecer en él sólo el tiempo estrictamente necesario para su identificación. 

	Las diligencias policiales para identificar a la persona mientras se encuentra en el recinto policial no podrán exceder de cuatro horas.”

	e) Reemplázase el artículo 270 por el siguiente:

	Artículo  270. Las personas detenidas en conformidad con el artículo 260 bis deberán ser conducidas en forma inmediata ante el oficial o suboficial o encargado de la unidad policial. La detención se mantendrá mientras se comprueba su identidad y según sean las explicaciones que den de su conducta y los antecedentes que la motivaron. En la constancia de la detención o del traslado a la unidad policial, deberá señalarse con claridad que al detenido se le dieron a conocer sus derechos en la forma prevista en los incisos segundo y tercero del artículo 253. La constancia deberá ser firmada por el oficial o suboficial o encargado de la unidad policial y por la persona detenida o traslada a dicha unidad.

	Respecto de las personas que continúen detenidas, se observará lo prescrito en el inciso primero del artículo anterior, correspondiéndole al oficial o suboficial o encargado de la unidad policial consignar en el parte que sea remitido al tribunal competente, la constancia de haberse informado a la persona detenida de los derechos que le asisten. Dicho parte deberá ser firmado, también, por la persona detenida.”

	f) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 293:

	1.- Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:

	“El detenido o preso, aunque se encuentre incomunicado, tiene derecho a que se dé noticia inmediata, por él mismo, por la policía o por el tribunal a cuya disposición estuviere, a su familia, a su abogado o a la persona que indique, dentro de las dos horas siguientes a su privación de libertad y por los medios más expeditos, el hecho de su detención o prisión.”

	2.- Agrégase el siguiente inciso final:

	“La infracción a lo dispuesto en los dos incisos anteriores será penado con suspensión en su grado máximo.”

	g) Agrégase el siguiente inciso nuevo en el artículo 319:

	“Al momento de tomar la declaración indagatoria, el juez interrogará al detenido sobre el cumplimiento del trámite de información. De comprobar que este no se ha cumplido, invalidará la declaración que el detenido hubiere prestado ante sus aprehensores. El juez ordenará la desagregación de estos antecedentes de los autos y la formación de un cuaderno especial. Asimismo, remitirá oficio a la autoridad administrativa que corresponda para que se apliquen las sanciones disciplinarias  pertinentes.”

	Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:

	a) Reemplázase el artículo 150 por el siguiente:

	“Artículo 150.- Sufrirán las penas de presidio o reclusión menores y de suspensión en cualquiera de sus grados:

	1° Los que decretaren o prolongaren indebidamente la incomunicación de un procesado o usaren con él de un rigor innecesario.

	2° Los que arbitrariamente hicieren arrestar o detener en otros lugares que los designados por la ley.

	3° Los  que en el ejercicio de sus cargos tuvieren conocimiento de los hechos descritos en los números anteriores y pudiendo impedirlos, no lo hicieren.”

	b) Agrégase el siguiente artículo 150 bis:

	“Artículo 150 bis.- Sufrirán las penas de presidio o reclusión menores en su grado medio a presidio o reclusión mayor en su grado mínimo, más la de suspensión o inhabilitación que corresponda, los que torturaren o hicieren torturar a una persona.

	Se entenderá por tortura todo acto por el cual se inflija intencionadamente a una persona dolores o sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, con el fin de obtener de ella o de un tercero información o una confesión, de castigarla por un hecho que haya cometido, o se sospeche que ha cometido, o de intimidar o coaccionar  a esa persona o a otras,  o por cualquier razón basada en cualquier tipo de discriminación, cuando dichos dolores o sufrimientos sean infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya o con su consentimiento o aquiescencia. No se considerarán torturas los dolores o sufrimientos que sean consecuencia únicamente de sanciones legítimas o que sean inherentes o incidentales a éstas.

	Si con ocasión de la tortura se cometieren, además, alguno de los delitos descritos en los artículos 361, 365, incisos segundo y tercero;391, 396, inciso primero, y 397, N° 1, se aplicarán al responsable las penas señaladas a estos delitos en sus grados máximos.”

	c) Deróganse el párrafo “XIII De la vagancia y mendicidad”, contenido en el título VI del Libro II, así como los artículos 305 al 312 en él incluidos.

	Artículo 3°.- Sustitúyese la letra d) del N° 2° del artículo 45 del Código Orgánico de Tribunales, por la siguiente:

	“d) De las causas por crimen o simple delito;”

	Artículo 4°.- Derógase el N° 7° de la letra c) del artículo 13 de la ley N° 15.231, sobre organización y atribuciones de los juzgados de policía local.

	Artículo 5°.- Sustitúyese el N° 5° del artículo 42 de la ley N° 16.618, que fija el texto de la ley de menores, por el siguiente:

	“5° Cuando hubieren sido condenados por secuestro o abandono de menores;”

		--------

	Continúa de Diputado Informante el señor José Antonio Viera-Gallo Quesney.

	Sala de la Comisión, a 8 de mayo de 1996.







	Acordado en sesiones de fechas 22 de marzo y 19 de abril de 1994, 16 de abril y 8 de mayo de 1996, con asistencia de los señores Luksic (Presidente), Allamand, Aylwin, Bombal, Cardemil, Coloma, Cornejo, Chadwick,  Elgueta, Espina, Ferrada, Luksic, Martínez, Pérez, don Aníbal, Ribera, Urrutia, Viera-Gallo y señora Wörner.



Adrián Alvarez Alvarez

Secretario de la Comisión







� Fundamentalmente, el derecho del detenido o preso, aunque se encuentre incomunicado, de que se informe por la policía o por el tribunal, a su familia, a su abogado o a la persona que él indique, el hecho de su detención o prisión, y el derecho a conferenciar con su abogado, en presencia del respectivo funcionario policial o carcelario, sobre el trato recibido, las condiciones de su detención y sobre los derechos que puedan asistirle (art. 293), como, asimismo, el derecho a procurarse, a sus expensas, las comodidades y ocupaciones que sean compatibles con el objeto de su detención o prisión y con el régimen del establecimiento; o de recibir la visita de un ministro de su religión, de su abogado o de su procurador, o de aquellas personas con quienes esté en relación de familia, de intereses o que puedan darle consejos (art. 294)

� Los detenidos por sospecha en la Zona Metropolitana, según antecedentes aportados por Carabineros, en los meses de enero y febrero de 1992 y 1993 alcanzan a:

En.92	7.696	Feb.92	7.789	En.93	4.245	Feb.93	3.437.

La detención por sospecha es producto de un procedimiento policial en el que, sin existir orden previa, se priva de libertad ambulatoria, por breve tiempo, a personas cuya conducta o situación permitan abrigar fundadas sospechas de que han infringido, están infringiendo o infrigirán el orden público interno, lo que le da una carácter eminentemente discrecional y, eventualmente, arbitrario.

� Se omiten las efectuadas a preceptos  del proyecto original que no fueron recogidas durante el estudio del proyecto en la Comisión.

� Art. 19 DL 2460: Se prohíbe a los funcionarios de Investigaciones de Chile ejecutar cualquier acto de violencia, destinado a obtener declaraciones de parte del detenido.

El que infrinja esta disposición será castigado:

1. Con la pena de presidio mayor en sus grados mínimo a medio, si le causare la muerte.

2. Con la de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo, si le causare lesiones graves.

3. Con la de presidio menor en sus grados mínimo a medio, se le causare lesiones menos graves, y

4. Con la de prisión en su grado máximo a presidio menor en su grado mínimo, si no le causare lesiones o si éstas fueren leves.

El artículo 330 sanciona al militar (término que comprende a Carabineros, según el art. 6° del C.J.M.) que, con motivo de ejecutar alguna orden superior o en el ejercicio de funciones militares, empleare o hiciere emplear, sin motivo racional, violencias innecesarias para la ejecución de los actos que debe practicar. 

Si las violencias se emplearen contra detenidos o presos con el objeto de obtener datos, informes, documentos o especies relativas a la investigación de un hecho delictuoso, las penas se aumentarán en un grado.

Las penas son las mismas que se contienen en el artículo 19 del DL 2460 transcrito.



� Según dicho precepto constitucional, nadie puede ser arrestado o detenido sino por orden de funcionario público expresamente facultado por la ley y después de que dicha orden le sea intimada en forma legal. Sin embargo, podrá ser detenido el que fuere sorprendido en delito flagrante, con el solo objeto de ser puesto a disposición del juez competente dentro de las veinticuatro siguientes…



�PÁGINA  �40�










